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OPINIÓN N.° 088-2005/GTN

Entidad: 
Mónica Diana María Ruiz Vega 

Asunto: 
Reglamento Único de Adquisiciones para el suministro de bienes y prestación de servicios no personales para el Sector Público (RUA)  

Referencia:
Carta de fecha 18 de julio de 2005
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, la abogada Mónica Diana María Ruiz Vega realiza varias consultas en el marco de la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PCM, Reglamento Único de Adquisiciones para el suministro de bienes y prestación de servicios no personales para el Sector Público (RUA).

2. CONSULTA

Literalmente se consulta lo siguiente:

1. Durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PCM, los miembros de los Comités de Adjudicaciones en su calidad de tales ¿tenían la función de administrar los recursos de las entidades a las cuales pertenecían dichos Comités, o de administrar los recursos de los Programas autónomos que tuvieran dichas entidades?
2. Durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PCM, los miembros de los Comités de Adjudicaciones en su calidad de tales ¿tenían la función de supervisar la ejecución del gasto de las entidades a las cuales pertenecían dichos Comités, o de supervisar la ejecución del gasto de los Programas autónomos de dichas entidades a los cuales se destinaran los bienes o servicios adquiridos por Licitación o Concurso Público?
3. Durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PCM, los miembros de los Comités de Adjudicaciones en su calidad de tales ¿tenían la función de aprobar las Bases Administrativas de las Licitaciones Públicas o Concursos Públicos?
4. Durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PCM, las especificaciones técnicas de las Bases administrativas de Licitaciones Públicas o Concursos Públicas ¿podían contener disposiciones sobre medidas de seguridad, embalaje, rotulación, marcado, etiquetado y transporte, incluidas disposiciones sobre las características del embolsado del producto, en el caso de tratarse de adquisición de leche o alimento equivalente?

3. ANÁLISIS

3.1
En principio, cabe precisar que con la entrada en vigencia del Reglamento Único de Adquisiciones para el suministro de bienes y prestación de servicios no personales para el Sector Público (RUA)
 se establecieron las disposiciones que debían cumplir los organismos del Sector Público al efectuar adquisiciones o arrendamiento de bienes y para contratar por locación de servicios, independientemente de la fuente de financiamiento de donde procedieran los recursos involucrados en las adquisiciones o contrataciones.
Dichas adquisiciones o contrataciones debían realizarse mediante los procedimientos de licitación pública, concurso público, adjudicación directa y otras modalidades excepcionales (como la licitación con financiamiento, la licitación internacional, la licitación selectiva, el concurso selectivo), de acuerdo con lo establecido en los artículos 1.1.7 y el Título IV del RUA. 
Ahora bien, según se precisa en el artículo 2.2.1 del RUA, para el caso de licitaciones públicas y concursos públicos,  en cada organismo del Sector Público debían funcionar Comités de Adjudicación para conducir los procesos de adquisición de bienes y de servicios no personales, a nivel departamental o regional, los cuales debían estar presididos por el Director General de Administración o quien hiciera sus veces, e integrados por: a) El Jefe de la Oficina de Abastecimiento u Órgano que haga sus veces, quien actuaría como Secretario; b) El Jefe de la Oficina de Análisis Financiero u Órgano que haga sus veces; c) el Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica u Órgano que haga sus veces; y, d) dos representantes técnicos del Órgano que tenga mayor interés en los bienes o servicios por adquirir, designado en cada licitación o concurso en la Resolución que disponga esa modalidad.

A su vez, las funciones y atribuciones asignadas a dichos Comités se encontraban establecidas de forma precisa en el artículo 2.2.3 del RUA, siendo alguna de ellas la de recibir las propuestas de los postores a licitaciones o concursos; conducir el acto público de la licitación o concurso; otorgar la buena pro luego de analizar las propuestas y el informe técnico si fuera el caso; atender las quejas que fueran formuladas durante el acto público; declarar desierta una licitación o concurso público si se presentaban las causales de los artículos 3.3.8 o 3.3.10 del RUA; declarar nula o sin efecto una licitación o concurso público si se presentaban las causales del artículo 3.3.11; resolver los recursos de reconsideración a sus decisiones dentro de los cinco (5) días útiles a su  presentación; remitir el expediente respectivo al titular de la Entidad, Jefe Departamental o Regional en casos de apelación, o al Consejo de Adquisiciones en caso de revisión en el plazo máximo de tres (3) días posteriores a la recepción; solicitar sanciones para los proveedores que hubieran incurrido en infracciones, emitir los informes correspondientes; y, en general, todas las funciones derivadas de mandatos expresos establecidos en el RUA.

En ese sentido, para delimitar el ámbito de las atribuciones y funciones asignadas a los Comités de Adjudicación durante la vigencia del RUA y excluir aquellas otras que no les correspondían debe repararse en lo establecido en el artículo 2.2.3 del citado reglamento así como en las otras disposiciones de la mencionada norma que de una u otra forma asignaran funciones o atribuciones a dichos Comités.

Al respecto, cabe precisar que de una revisión integral del texto del RUA puede concluirse que los citados Comités de Adjudicación, en el marco de la vigencia del citado dispositivo, cumplían funciones básicamente relacionadas a la organización, conducción y dirección de los procedimientos de selección (licitación pública y concurso público) dirigidos a individualizar al proveedor con el cual las Entidades del Estado debían contratar, y no se avocaban a ejecutar o realizar funciones fuera de este contexto, como la de administrar los recursos de las Entidades convocantes o la de supervisar la ejecución del gasto, aspectos  propios de otros órganos administrativos de las Entidades del Sector Público (como las dependencias de administración y presupuesto), independientemente que dichas funciones podían corresponder a algún miembro del Comité en específico, pero no por su calidad de miembro del Comité sino por el ejercicio de las funciones inherentes al cargo. 
Por ello, puede concluirse que durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PM, los miembros de los Comités de Adjudicación no tenían las siguientes funciones: a) Administrar los recursos de las Entidades a las cuales pertenecían; b) administrar los recursos de los programas autónomos que tuvieran dichas Entidades; c) supervisar la ejecución del gasto de las Entidades a las cuales pertenecían; y, d) supervisar la ejecución del gasto de los programas autónomos de dichas Entidades a los cuales se destinaran los bienes o servicios adquiridos o contratados por licitación o concurso público.     
3.2
Por otro lado, durante la vigencia del RUA —y al igual como se encuentra regulado en la normativa vigente
—, para cada proceso de licitación o concurso público, los Organismos del Estado debían elaborar y aprobar Bases Administrativas que, en suma, contenían la relación pormenorizada de condiciones y precisiones para el desarrollo del proceso. Las Bases eran conocidas también como Pliego de Condiciones
.  

Ahora bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo 1.5.1 del RUA, las Bases Administrativas de las licitaciones y concursos debían ser formuladas por el Órgano de Abastecimiento de la Entidad y aprobadas por Resolución del Director de Administración, o los que hagan sus veces en la Entidad.

En ese sentido, según consta expresamente regulado en el citado dispositivo, durante la vigencia del RUA, no era función ni responsabilidad de los Comités de Adjudicación aprobar las Bases Administrativas de los procesos de licitación y concurso público, recayendo dicha responsabilidad en el Director de Administración o, en todo caso, en el órgano equivalente, dependiendo de la particular estructura organizativa de cada Entidad.

3.3
Finalmente, todo proceso de selección supone la determinación clara y precisa de las especificaciones técnicas de los bienes y servicios, que resultan ser el conjunto de precisiones para describir las características de un bien o servicio no personal
. La definición y determinación de dichas características responde al particular requerimiento de cada Entidad, el cual, a su vez, debe ser concordante con las disposiciones legales vigentes.  

En los términos señalados en el RUA
, las especificaciones técnicas de los bienes y servicios debían precisar una serie de informaciones sobre diversos aspectos, como son, por ejemplo, las medidas de seguridad, embalaje, rotulación, marcado, etiquetado y transporte, cuando fuere aplicable, entre otra información necesaria para definir el requerimiento de la Entidad.
Ahora bien, con relación a la consulta específica de si era necesario incluir o no disposiciones sobre las características del embolsado del producto, en el caso de tratarse de adquisición de leche o alimento equivalente, cabe precisar que, en cuanto dicha información hubiera incidido en el requerimiento de la Entidad, por cuanto resultaba relevante para garantizar las condiciones de calidad, durabilidad, conservación y seguridad del producto —entre otras condiciones— debía ser consignado en las Bases. Asimismo, dichas características, en todo caso, debieron encontrarse conformes con las disposiciones legales emitidas por los organismos competentes y que se encontraran vigentes a la fecha. Además, las características del embolsado, dependiendo del enfoque que se adopte,  podían estar relacionadas con las condiciones de seguridad del producto. 
4. CONCLUSIONES
4.1
Durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PM, los miembros de los Comités de Adjudicación no tenían las siguientes funciones: a) administrar los recursos de las Entidades a las cuales pertenecían; b) administrar los recursos de los programas autónomos que tuvieran dichas Entidades; c) supervisar la ejecución del gasto de las Entidades a las cuales pertenecían; y, d) supervisar la ejecución del gasto de los programas autónomos de dichas Entidades a los cuales se destinaran los bienes o servicios adquiridos o contratados por licitación o concurso público.     

4.2
De acuerdo con lo establecido en el artículo 1.5.1 del RUA, las Bases Administrativas de las licitaciones y concursos debían ser formuladas por el Órgano de Abastecimiento de la Entidad y aprobadas por Resolución del Director de Administración, o los que hagan sus veces en la Entidad, no siendo función ni responsabilidad de los Comités de Adjudicación aprobarlas.

4.3
Durante la vigencia del Decreto Supremo N.º 065-85-PCM —al igual que sucede actualmente—, las especificaciones técnicas de las Bases administrativas de licitaciones públicas o concursos públicos debían precisar una serie de informaciones sobre diversos aspectos, como son, por ejemplo, las medidas de seguridad, embalaje, rotulación, marcado, etiquetado y transporte, entre otra información necesaria en función del particular requerimiento de cada Entidad, el cual, a su vez, debía ser concordante con las disposiciones legales vigentes.  

4.4
En relación a si era necesario incluir o no disposiciones sobre las características del embolsado del producto, en el caso de tratarse de adquisición de leche o alimento equivalente, en cuanto dicha información hubiera incidido en el requerimiento de la Entidad, por cuanto resultaba relevante para garantizar las condiciones de calidad, durabilidad, conservación y seguridad del producto —entre otras condiciones— debía ser consignado en las Bases. Las características del embolsado, dependiendo del enfoque que se adopte,  podían estar relacionadas con las condiciones de seguridad del producto. 

Jesús María,  09 de agosto de 2005.
VVS/.
� 	De conformidad con lo establecido en el artículo 8.1.4 del RUA, el citado Reglamento entró en vigencia a los noventa (90) días de su aprobación —aprobación que se produjo el 19 de julio de 1985— y fue derogado por la Tercera Disposición Final de la Ley N.º 26850 vigente a partir del 29 de setiembre de 1998, de conformidad con lo establecido en su Primera Disposición Final.


� 	Es decir, la Ley N.º 26850, Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, cuyo Texto Único Ordenado fue aprobado por Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.





� 	Literal c) del artículo 1.2.1 del RUA.


� 	Literal l) del artículo 1.2.1 del RUA.





� 	Artículo 1.4.2 del RUA.





